Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 25 minutos) 


-La Comisión de Hacienda del Senado tiene el agrado de recibir a la delegación de la Liga 
de Defensa del Consumidor integrada por su Presidente, Víctor Abzaradel, su Vicepresidente, 
Fernando Lacurcia y su Director Gerente, Camilo Martínez. 


Les ofrecemos la palabra para que expongan su opinión sobre el proyecto de ley de 
Promoción y Defensa de la Competencia que está a consideración de esta Comisión, cuyo texto les ha 
sido enviado, así como la versión taquigráfica de la discusión anterior. 


SEÑOR ABZARADEL.- En primer lugar, agradecemos la invitación a esta Comisión. Representamos a 
la Liga de Defensa Comercial, institución sin fines de lucro, que tiene ya 91 años de existencia como 
agremiación no sectorial. Se trata de un Consejo Honorario del que participan Bancos, empresas 
comerciales e industrias. En este momento ocupo la Presidencia y represento a la firma Herracor S.A. 


La Liga de Defensa Comercial tiene varios ámbitos de trabajo de los cuales, el más conocido 
es el relativo al aspecto concursal que atiende concordatos, quiebras y es la parte más dolorosa de la 
actividad. También somos muy conocidos por lo que tiene que ver con la información empresarial. Hay 
alguna otra organización que solamente identifica al consumidor final cuando tiene un problema, pero 
la liga de Defensa Comercial está abocada al comercio y a la industria también en el aspecto 
empresarial por lo que, cuando se lo requiere, elaboramos los informes con los aspectos negativos y 
positivos de la empresa en cuestión a los efectos de que la transacción, en el caso de llevarse a cabo, 
se haga con conocimiento de los mismos. 


Uno de los logros que nuestra institución consiguió en su momento fue la creación del 
cheque diferido, que constituye una herramienta muy importante para posibilitar la concreción de 
transacciones comerciales. 


Por otro lado, al comenzar la presente Legislatura, estuvimos opinando  -y al respecto se 
publicaron varios artículos en la prensa- sobre el tema del secreto bancario. 


En cuanto a lo que nos atañe en el día de hoy, la Liga de Defensa Comercial hace tiempo 
que está analizando el tema de la competencia -en ese sentido, hemos elaborado algunos repartidos 
que dejaremos a estudio de la Comisión- que comenzamos a tratar en el año 1999 abordando la 
situación que involucra a las grandes superficies y a los proveedores. Allí también pudimos opinar y en 
la primera ley de urgencia, aprobada en el período de Presidencia del doctor Jorge Batlle, se aprobaron 
varios artículos referentes a ese aspecto. 


Como se puede comprobar en el repartido, desde siempre hemos estado en el tema de la 
libre competencia. Es más; en nuestra institución, así como en algún otro lugar, hemos dado charlas y 
realizado simposios acerca de dicho tema, a tal punto que nuestro Director Gerente ha escrito un libro 
al respecto, llamado “Grandes cadenas, poder dominante y defensa de la competencia”. Esto 
demuestra que sintonizamos el mismo dial y hablamos el mismo idioma en lo que tiene que ver con la 
defensa de la competencia. 


Como dije antes, represento a Herracor S.A., empresa comercial y el Primer Vicepresidente 
es Fernando Lacurcia, que es Gerente de ABN AMRO Bank. 


SEÑOR LACURCIA.- Con respecto al proyecto de ley, debo decir que una vez que el Diputado Iván 
Posada lo presentó a la Cámara de Representantes, en agosto de 2005, la Liga de Defensa Comercial 
invitó al economista Mario Bergara a disertar acerca de este tema. En dicha exposición él compartió 
con nosotros una encuesta realizada por el Ministerio de Economía y Finanzas que fue muy 
demostrativa de que, a nivel de los empresarios, no había demasiada divulgación de todo lo que refiere 
a las competencias. Se trataba de una encuesta realizada a unos mil empresarios a lo largo de todo el 


país y, a partir de allí, se pudo constatar, por ejemplo, que el 80% de ellos nunca había escuchado 
hablar acerca de la legislación de competencias; un 75% desconoce a dónde debe dirigirse para 
reclamar ante cualquier problema; un 50% cree que la fijación coordinada de precios entre empresas, 
como el reparto acordado del mercado entre competidores, es una conducta anticompetitiva, etcétera. 
Esta ley permitirá ayudar muchísimo a aclarar todos estos aspectos, ya que se trata de un cambio 
cultural muy importante en el país y nos parece muy atinado que en su denominación se hable no sólo 
de defensa, sino también de promoción. Cabe aclarar que dentro de los Estatutos de la Liga está 
incluida la difusión, por lo que se va a proponer difundir esta iniciativa a nivel empresarial. 


Tal vez nuestro Director Gerente, doctor Camilo Martínez quiera agregar algo más con 
respecto a este proyecto de ley. 


SEÑOR MARTINEZ.- Agradecemos la oportunidad de poder realizar algún comentario sobre esta 
iniciativa porque, a nuestro entender, se trata de una buena ley. Es más; es una muy buena ley 
aunque, quizás, al día de hoy tendríamos que decir que es un muy buen proyecto de ley que 
“aggiorna”, tiene muchos puntos fuertes y, además, nos pone en consonancia con la región. Tanto 
Argentina como Brasil tienen, desde hace años, no sólo sus leyes, sino también sus organismos 
actuando en esta materia. 


Como dijo nuestro Vicepresidente, el señor Lacurcia, no se trata solamente de generar un 
esquema para actuar en la Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia, sino que es 
necesario un cambio cultural importante, sobre todo en mercados tan regulados, tan concentrados, 
como los nuestros. 


Desde ese punto de vista, entendemos que, en primer lugar, el proyecto de ley está en 
consonancia con el Protocolo de Fortaleza, firmado por Uruguay y, por lo tanto, era necesaria su 
elaboración, pues no alcanzaba con los tres artículos de la Ley N* 17.243, ni siquiera con los dos 
posteriores que disponen como órgano de aplicación a la Dirección General de Comercio. 


Si bien esta iniciativa consta nada más que de cinco artículos, ello en nada la desmerece y, a 
ese respecto, no debemos olvidar que Europa, con su Tratado de Roma que también es de cinco 
artículos, construyó toda la política de defensa de la competencia. Entonces, con cinco artículos 
también se podría haber actuado. De todos modos, nos parecen mucho más adecuadas las soluciones 
que ahora se proponen. 


Nuestra posición ya la habíamos manifestado en la Legislatura pasada, en una Comisión 
presidida por el señor Representante Gabriel Pais, que trabajó durante mucho tiempo en un proyecto 
que, de alguna forma, conserva la matriz del que hoy se está considerando. En aquella oportunidad, 
entonces, ya habíamos dado nuestro pláceme por la creación de este proyecto de ley. 


¿Cuáles son sus puntos fuertes? 


En primer lugar, que es de orden público y, al tratarse de normas imperativas, alejan las 
posibilidades negociales privadas que puedan eludir la ley. 


En segundo término, se habla de la competencia como valor, tema en el que habrá que 
trabajar más profundamente, pues edificar todo esto no es una tarea sencilla. Por ejemplo, en Francia, 
los organismos de la competencia estuvieron cuarenta años para ganar un caso en los tribunales. 
Entonces, habrá que trabajar bastante en esta materia. 


Otro de los puntos fuertes, es el alcance universal, tema que está consagrado en el artículo 
3%, por el cual son alcanzados tanto el Estado como las profesiones liberales u otros agentes, incluso 
sin fines de lucro. Llegado a este punto, quisiera hacer una acotación. En el artículo 3% se habla de 
“todas las personas físicas y jurídicas”; sin embargo, los señores Senadores deberán notar que en el 
artículo 5%, cuando se habla del abuso de la posición dominante, los únicos que pueden incurrir en ello 
son las empresas. Pero hay otros agentes que actúan en la economía, me refiero, a empresas 
conocidas como tales. Lo mismo sucede con la notificación de las concentraciones. Tal vez el problema 
radica en que para la elaboración de estos artículos se han tomado distintas fuentes, pero lo cierto es 


que en el artículo 6% encontramos que, cuando se refiere al tema de la notificación de las 
concentraciones, también habla de empresas. Sin embargo, cuando en el artículo 3% se habla del 
alcance se establece que comprende a todos los agentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al parecer, tenemos una diferencia en la numeración de los artículos. Por tal 
razón, la Mesa aclara que el texto que estamos analizando es el que se aprobó en la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR MARTINEZ.- Si no me equivoco, los artículos que estamos analizando son el 6* y el 7*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se produjo una confusión, porque el señor Martínez nombró los artículos 5* y 
6%. 


SEÑOR MARTINEZ.- En ese caso, pido disculpas, señor Presidente y vuelvo a decir que me refiero a 
los artículos 6% y 7%. En realidad se trata de un detalle menor, pero desde el punto de vista 
terminológico es importante a los efectos de saber que el alcance de esta ley, que tiene carácter 
universal, no puede limitar el abuso de posición dominante solamente en las empresas. 


Asimismo, fuera de las empresas hay otros agentes económicos, como por ejemplo el 
Estado. Quizás, en este sentido, se pueda aducir que ANCAP es una empresa pública y que, por lo 
tanto, la consideración sobre empresa no puede estar limitada; no obstante, puede tratarse de 
asociaciones o de otras personas jurídicas que no sean consideradas efectivamente como empresas - 
entendiéndose este término como conjunción de capital y trabajo- y se me ocurre el ejemplo de una 
mutualista. Incluso, en el caso de una persona física también puede existir abuso de posición 
dominante, aunque es muy difícil que ello ocurra. 


SEÑOR ALFIE.- El señor Martínez hace esa observación que, a mi juicio, es muy relevante, sobre todo 
en el caso de una organización de salud o de una cooperativa; en ese sentido, me gustaría saber cómo 
juegan las organizaciones de profesionales en lo que respecta a este tema, ya que también puede 
abusar de posición dominante una organización de profesionales que, de alguna manera, restringe la 
oferta. 


SEÑOR MARTINEZ.- Está claro que el precio arancelado implica una política anticompetitiva. Cuando 
se habla de los aranceles mínimos, en definitiva, se está aludiendo a una fijación colusoria de los 
precios. Creo que no se trata de un tema menor el hecho de que el Tribunal de Defensa de la 
Competencia en España o en Argentina se ocupe permanentemente de los cirujanos de Badajoz o de 
los abogados de Ciudad Real. Esto está planteando situaciones de colusiones de precios a los efectos 
de no trasladar la competencia al precio final; en definitiva, se ponen de acuerdo sobre un precio 
mínimo, lo cual perjudica al competidor y también al consumidor final. Reitero que este no es un tema 
menor; más aun, existe un agravante que marca la ley al hablar expresamente en el artículo 4* de “las 
mismas prácticas ya enunciadas, cuando sean resueltas a través de asociaciones o gremiales de 
agentes económicos”. Indudablemente, entre esas asociaciones se encuentran las de carácter 
profesional. 


SEÑOR ALFIE.- La disposición que acaba de mencionar el señor Martínez ahora corresponde al literal 


». 


SEÑOR MARTINEZ.- Cabe aclarar que, además, cuando hablamos de la labor de promoción que es 
necesario llevar a cabo, nos referimos a que hay que hacerla en todos los niveles. En nuestro caso, 
que tenemos actividad gremial, cuando planteamos este asunto en el Colegio de Abogados, a todo el 
mundo le llamó la atención, porque se entendía que este problema no es propio de profesiones 
liberales que, prácticamente, desarrollan una especie de apostolado en la vida social. No obstante, la 
realidad es que también este tema corresponde a esos casos, así como a las empresas estatales. 


Por otra parte, afirmo que no se trata de un tema menor por cuanto las figuras que en la 
disposición se marcan -fundamentalmente las relativas al abuso de posición de dominio- admiten muy 
distintas lecturas, sea cual sea el escenario en que se planteen. En lo que a nosotros respecta, 
tenemos muy claro que la ley no considera desfavorablemente la posición dominante, sino que lo que 


no acepta es el abuso de esa posición. Obviamente, se puede llegar a una posición de dominio en la 
plaza por distintos medios, incluso, por el retiro de los competidores. En ese caso, sin duda, se puede 
alcanzar una posición de dominio y no por esa razón corresponde la penalización. El problema, de 
acuerdo con esta ley, no es ser monopolista, sino comportarse como tal. 


Por otro lado, uno de los puntos fuertes de este proyecto de ley es la política de clemencia. 
Este es un tema nuevo en nuestro ordenamiento jurídico, pero también lo es a nivel europeo y hay que 
tener en cuenta que fue promocionado por el ex-Comisario de Competencia de la Unión Europea, 
Mario Monti, muy vinculado a la lucha contra los cárteles. Cuando uno habla de un cártel, se supone 
que se trata de pactos realizados en la sombra, en secreto o en la oscuridad. Lo que sucede es que en 
nuestra plaza, como no existe una estructura mental para esto, muchas veces se arman los cárteles a 
la vista de todo el mundo. 


Entonces, la política de clemencia dispuesta al final del artículo 16, está en sintonía con las 
recomendaciones de las Naciones Unidas en este aspecto. En tal sentido, en la V Conferencia de 
UNCTAD de las Naciones Unidas, realizada en noviembre del año pasado en Turquía, se recomienda 
el uso de este tipo de herramientas para el arrepentido. Además, hay que tener en cuenta que éste es 
el único que en cierta medida puede desenmascarar el cártel porque, de otra manera, es muy difícil 
que un cártel hecho en la sombra pueda llegar a la luz pública. 


Otro punto importante es el de las sanciones a los administradores y directores, establecidas 
en el artículo 18. Sobre este tema, hay varias lecturas, pero nos parece claro que, en definitiva, 
quienes tienen que adoptar o poner en práctica políticas contrarias a la competencia son personas de 
carne y hueso y no personas jurídicas. Entonces, la posibilidad de implementar sanciones extendidas a 
los administradores y directores de las personas jurídicas nos parece una buena medida. 


Por otro lado, hay un tema que puede generar controversia y que nos parece que sería 
interesante considerar con detenimiento. Me estoy refiriendo al artículo 22, respecto al cual en la 
reunión pasada recibieron la opinión de una agencia reguladora como lo es el Banco Central. ¿Qué 
pasa en el concierto internacional en esta materia? ¿Se otorga la política de promoción y defensa de la 
competencia al órgano regulador? No, esto no sucede, porque no todos comulgan con la misma 
situación. Es más; si se analiza el proyecto original, se podrá ver que el mismo atribuía la competencia 
en esta materia a las dos partes, con la finalidad de que actuaran en forma coordinada. Esto se 
dispuso así, porque el regulador no puede dar más patentes de las que corresponden y el órgano de 
aplicación no puede desconocer que se está ante un mercado regulado y que, por lo tanto, no es de 
libre acceso. Sin embargo, lo que uno tiene que intentar es que no se generen barreras tan grandes al 
mercado regulado. Entonces, por ejemplo, se puede sostener que no hay más líneas de ómnibus de 
las que se pueden otorgar pero, ¡qué importante es que actúe un órgano de promoción de la 
competencia y disponga hacer una licitación para crear nuevas líneas de ómnibus! Debemos tener 
cuidado, porque este es un tema que admite varias lecturas. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo mismo con el transporte de carga... 
SEÑOR MARTINEZ.- Sí, podría ser el caso de transporte de carga y sus autorizaciones. 


En el artículo 22 se nombra a tres órganos, pero hay que tener en cuenta que se utiliza la 
expresión “tales como”, por lo que no se refiere solamente a esos tres que son la URSEC, al Banco 
Central y a la URSEA, sino a todo lo que es el mercado regulado. Y, ¿cuántos mercados regulados 
hay? A esto hay que sumar otro agravante, porque en otro párrafo el artículo 22 dice: “El alcance de la 
actuación de los mismos incluirá actividades que tengan lugar en mercados vertical u horizontalmente 
relacionados con los mercados bajo control y regulación,”. ¿A qué se refiere con esto? ¿Acaso también 
a la imprenta que le hace los cheques a los Bancos, porque también ahí hay una integración vertical? 
Además, observen los señores Senadores que si nos extendemos para arriba no queda casi nada. Si 
miramos los mercados regulados en su proyección vertical -aguas arriba o aguas abajo- y horizontal, 
nos vamos a encontrar, por ejemplo, que como el mercado de seguros está regulado, en la integración 
vertical los talleres de apoyo del Banco de Seguros del Estado también estarían dentro de ese tipo de 
situación. ¿A quién le corresponde la actuación en esa materia? Al Banco Central. Entonces, desde 
nuestro punto de vista este es un tema que por lo menos hay que conocer y es muy importante el 
convencimiento del Legislador respecto de qué es lo que se pretende hacer. Eso está muy claro y hay 


dos opciones. Una es dejar las manos libres para que sea el regulador quien, además, marque la pauta 
de la competitividad que se necesita dentro del sector. Eso sería mucho más fácil, porque no hay que 
coordinar esfuerzos. Alcanza con que un solo organismo tenga la convicción para ya tener una política 
clara y bien marcada. La otra opción, que es cuando se plantea la problemática, es coordinar esfuerzos 
y que otro organismo pueda decir que se puede hacer determinada cosa. Debemos tener en cuenta 
que, sobre todo, se trata de mercados acotados, con pocos actores o con dificultades de que accedan 
otros nuevos porque, en definitiva, en muchos de los casos se reparte pobreza y no riqueza. 


Es por esa razón que hay que tener en cuenta determinados aspectos. Quiero hacer 
mención a los señores Senadores acerca de lo que se expresó en una mesa redonda denominada 
“Regulación y Órganos de Defensa de la Competencia” organizada por la OCDE, en 1999 en París. Allí 
se dijo que la experiencia en materia de regulación de la mayoría de los países desarrollados muestra 
que los reguladores deberían consultar siempre a los organismos de defensa de la competencia y 
actuar en coordinación con ellos. Creo que este es un punto que es necesario resaltar. 


SEÑOR ABREU.- Creo que es muy importante lo que está manifestando el señor representante de la 
Liga de Defensa Comercial, porque en realidad en el ámbito del mercado, el funcionamiento de los 
órganos reguladores como también de normas sobre la competencia, son nuevos. Para el caso del 
Uruguay la siguiente diferencia conceptual es muy importante. Los órganos reguladores, por naturaleza 
jurídica y por Derecho Comparado, funcional y técnicamente, deben ser independientes de los 
órganos de jerarquía del Estado. Esto era así hasta hace poco tiempo; la situación ha cambiado en el 
ámbito jurídico del Uruguay en la nueva Administración. Entonces, lo que siempre era la garantía de la 
regulación, ahora queda inserta dentro del Poder Ejecutivo, en el ámbito de Planeamiento y 
Presupuesto y esto desnaturaliza, desde mi punto de vista, la función reguladora con independencia 
técnica y funcional. 


Aparte de esa discusión que hemos tenido, incluso, con el propio Subsecretario de Energía 
en más de oportunidad -creo que la filosofía que hay detrás de esto es la de tratar de modificar lo que 
no se ha modificado- está el tema de que la promoción y la competencia son notoriamente distintas a la 
regulación. Por ejemplo en las empresas del Estado, se puede regular en materia de energía cómo 
funciona el costo o el peaje en su generación y trasmisión. 


Me parece que quizá no sea el órgano regulador el encargado de promover la competencia 
o de tratar de incorporar nuevos actores en ese ámbito. Lo que se dice aquí es muy importante. 


SEÑOR MARTINEZ.- Coincido con lo que señala el señor Senador, pero creo que debemos considerar 
el tema de la venta. Muchas veces, debido a su actuación, el regulador genera políticas 
anticompetitivas. Pensemos, por ejemplo, en las estaciones de venta de combustibles; lo digo, porque 
esa venta está topeada hacia abajo. 


Entonces, ¿a que va a tender la Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia? A 
que el precio baje y a que haya diferentes ofertas. Tal vez no ocurra lo mismo en el resto del mundo; 
debemos aprender de lo que sucede en otros países, porque no en todos lados se puede trabajar de la 
misma forma. Lo cierto es que la tendencia va a ser generar una política de competencia entre los 
mismos oferentes, cosa que no ocurre actualmente porque -y esto es indudable- el regulador no lo 
quiere. Pero, ¡cuidado!, porque esto requiere cambios culturales. Reitero que no es un problema que 
se resuelva con los 27 artículos de este proyecto de ley, que pueden ser perfectos y hasta quizás 
tengamos una Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia técnicamente intachable -a la 
que, además, podríamos dotar de recursos desde el punto de vista intelectual, de pesquisas y de 
estudios como para poder actuar- pero si no se procesa un cambio cultural en la mente de todos, nos 
vamos a encontrar con lo que hoy mencionaba el consejero Lacurcia en cuanto a que el grado de 
desconocimiento que existe de la propia plaza conspira con una aplicación más clara de esto. 


SEÑOR ALFIE.- Cuando solicitamos la concurrencia de la Liga de Defensa Comercial teníamos interés 
en conocer su opinión con respecto a dos disposiciones. Una de ellas es el artículo 22, con respecto al 
cual coincidimos con la posición que ustedes han expresado, en el sentido de que exista una 
separación entre el órgano regulador y el que defiende la competencia hasta por cuestiones lógicas. Si 
alguien va a decirle al regulador que en determinado asunto no hay competencia o que se ha visto 
perjudicado, obviamente él se tiene que autodefender. Es casi imposible que manifieste que está mal y 


que decida someterse a un problema de juicios y cosas por el estilo. Pero otro organismo puede 
dictaminar que las cosas no son correctas y no tiene por qué someterse a reclamaciones anteriores. 


Por otra parte, más allá de algunos aspectos operativos de la ley, queríamos escuchar la 
opinión de la Liga de Defensa Comercial sobre el artículo 8”. En la experiencia internacional, existen 
dos tipos de modelos: el adoptado por el Uruguay, que requiere una autorización previa y otros en los 
cuales no es necesaria la autorización previa, sino que se sigue el procedimiento, luego hay un tiempo 
para reclamar y expedirse y el riesgo lo corre la propia empresa que hace la fusión, la concentración y 
las compras. 


La experiencia internacional ha demostrado que el modelo de autorización previa es muy 
complicado y poco operativo. Entonces, quería saber qué opinaban los representantes de la Liga de 
Defensa Comercial al respecto, particularmente en Uruguay, porque a nivel internacional hay mercados 
un poco más grandes en general. En virtud de que ustedes saltearon este artículo y ya estamos en el 
final, deseo conocer la opinión específica que tienen sobre él. 


SEÑOR MARTINEZ.- Estas quince páginas que estoy mostrando son el comentario que nos merece 
este tema que, incluso, ha sido muy discutido en el ámbito de la Comisión de Hacienda de la Cámara 
de Representantes; por algo hubo dos informes sobre este asunto específico. 


La posición puesta de manifiesto por el doctor Rippe ha sido la de generar una duda respecto 
a este tema y nosotros, con nuestro maestro, también nos permitimos vacilar sobre las posibilidades de 
aplicación, fundamentalmente de la actuación ex-post. 


Hay que tener en cuenta que en toda esta materia se manejan las dos bibliotecas. Una de 
ellas es la de “generar el gran jugador nacional” que pueda competir a escala regional y que después 
vaya al mundo. En realidad, a nivel de la aldea global, hoy es bastante imposible decir que en esta 
plaza me comporto como monopolista y que como tal salgo a competir en la escena internacional, 
porque en ese ámbito voy a pagar el peaje correspondiente. O sea, se trata de la posibilidad de 
“generar el gran campeón” que pueda salir a pelear los mercados con las mismas reglas de juego que 
se manejan acá. Entonces, creo que no es bueno mirar con mucho, digamos, favor las concentraciones 
monopólicas. 


La posibilidad de que se pueda actuar ex-post depende de lo que la ley marque como 
derrotero. Desde ese punto de vista, los señores Senadores deben entender que se ha adoptado la 
regla de la razón, no la regla per se o sea la tipificación de una figura. En la medida en que se incurre 
en una conducta que se encuadre en la tipificación de figuras anticompetitivas, automáticamente actúa 
el órgano de defensa de la competencia. Sin embargo, ese no es el criterio adoptado por la ley, ya que 
según éste se admite que se puede ingresar en esa tipificación, pero como se adopta la regla de la 
razón, se deben mirar ganancias de eficiencia, de escala, en fin, un montón de otras circunstancias que 
no tienen que ver sólo con el hecho de decir que, por ejemplo, el que tenga un dominio del mercado de 
tal nivel, para llegar a éste necesita autorización. 


Sobre este artículo quizás no hemos sido lo suficientemente claros, pero creo que se debe 
observar cómo se fue dando esta temática en el proceso de su consideración en la Cámara de 
Representantes, que es medular en el proyecto de ley. Partimos de la base de que, tal como se 
aprobó, hubo determinado tipo de anuencia de las mayorías para llegar a esta disposición. 


SEÑOR ABREU.- En el mismo sentido de la pregunta que ha planteado el señor Senador Alfie, 
quisiera saber como percibe este artículo sobre autorización de concentración monopólica -que tiene 
que ver con una vieja discusión si es antes o después, de qué manera y qué contenido tiene- la Liga de 
Defensa Comercial en sintonía con la legislación comparada. ¿Existe en el Derecho brasileño algo 
similar? Y, a juicio de los representantes de la Liga de Defensa Comercial, ¿en el país se está 
trabajando en una coordinación de normas coincidentes o convergentes sobre una misma política de 
competencia en materia de MERCOSUR o este es un proyecto de ley que simplemente responde 
exclusivamente a variables de carácter nacional? 


SEÑOR ALFIE.- A modo de complemento de la interrogante planteada por el señor Senador Abreu, 
quiero decir lo siguiente. En un mercado tan chico como el nuestro, con una economía con apertura 
comercial, en la que existe libertad de importaciones -hasta tanto ella no se prohíba, más allá de las 
barreras que se establezcan- parece utópico pensar que en materia de bienes haya, internamente, una 
concentración monopólica o una gran concentración de mercado desde el punto de vista de una 
empresa nacional, dada la competencia del exterior que existe. Entonces, me gustaría saber cuál sería 
la operatividad en todo este tema y si, en el fondo, ello no estaría trabando la mayor competencia, al 
punto tal que se estaría dejando al producto importado más libre que el nacional. 


SEÑOR MARTINEZ.- Creo que no, pero quiero recordar que este artículo fue introducido en discusión 
en la Cámara de Representantes. 


Simplemente, aquí estoy planteando algunos ejemplos que existieron en el pasado reciente 
sobre concentraciones monopólicas, las cuales ni siquiera ameritaron la realización de un estudio al 
respecto, porque como las barreras arancelarias no son tan importantes, se permite la introducción de 
productos competitivos extranjeros. Creo que, más que hacerse, eso se intuyó. 


Es más, los estudios a fondo en todo estos temas se llevan a cabo cuando las empresas 
están condicionadas para ello. Y este es un tema que nos ha sido planteado recientemente por parte 
de los grandes estudios profesionales que se encargan de las fusiones y adquisiciones empresariales. 


Debo decir que, desgraciadamente -y voy a responder la interrogante planteada por el señor 
Senador Abreu- nosotros no éramos tomados como demasiado avanzados, pues cuando ejecutivos de 
empresas inversoras venían y nos preguntaban a quién debían notificar de determinada adquisición, 
concentración, toma de posición o ganancia de relevancia dentro del mercado, teníamos que 
responder: “A nadie”. Algunos de los profesionales más connotados de nuestra plaza nos manifestaron 
que ellos eran vistos de una manera especial, como si poco supieran de estos temas o se hubieran 
“comido” algún artículo de una ley. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Quién los miraba así? 


SEÑOR MARTINEZ.- El inversor. Por ejemplo, el inversor que está tomando todo el mercado del gas, 
preguntaba: “¿A quién le tengo que notificar esto?” A nadie. Esto, a nivel internacional, no era visto 
como una señal de mucho desarrollo. Esta es la consideración que nos merece este asunto. 


Ahora bien, la actuación ex-post consiste en obtener, por lo menos, material. Cuando las 
empresas van a hacer una fusión, adquisición o toma de mercado, analizan el escenario laboral y 
fiscal, cómo van a trabajar, así como el grado de concentración y de sinergia que se puede dar. Todo 
esto debe ser estudiado, pero no se requiere una cátedra para que realice este análisis, porque se 
hace en las diligencias preparatorias entre empresas. 


Ese es un tema que creo correcto; es más, lo único que va a hacer esta notificación que aquí 
se plantea es aportar los elementos de juicio que se han tenido en consideración y los estudios que se 
han realizado acerca de cómo era antes el mercado y cómo va a quedar después de esta 
concentración. En ese aspecto, van a existir insumos para que el organismo pueda actuar. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera que simplemente nos diera una respuesta acerca de qué sucede a nivel 
del MERCOSUR. 


SEÑOR MARTINEZ.- En Brasil, este tipo de adquisición que supera el 40 % del mercado, tiene que 
ser autorizada previamente. La CADE, que es una Comisión dependiente del Ministerio de Justicia 
brasileño, es la que examina la concentración que se plantea -claro está, en la medida en que supera 
determinado rango- y la autoriza o no. 


SEÑOR HEBER.- Mi pregunta está directamente ligada a este último comentario. Cuando escuchaba 
la explicación brindada por el doctor, imaginaba lo siguiente. El hecho de que exista un organismo al 
que hay que comunicar la fusión o la concentración del mercado, significa que también el Estado tiene 


el derecho de decir que la autoriza o no. ¿Eso estaría directamente vinculado con la filosofía del 
artículo 8%? 


SEÑOR MARTINEZ.- No tanto, señor Senador. 
SEÑOR HEBER.- Me parece que lo que establece el artículo 8* se relaciona con eso. 


SEÑOR MARTINEZ.- Hay que tener cuidado, porque el artículo 8% hace referencia a la concentración 
monopólica, pero acá estamos hablando de algo distinto. La concentración monopólica es una 
situación extrema e implica el 100 % del mercado; alcanza con que haya otro oferente en materia de 
bienes -como planteaba el señor Senador Alfie- o que exista una política muy permisiva desde el punto 
de vista arancelario para que la concentración monopólica no se dé. 


SEÑOR HEBER. En el único caso en que el Estado puede decir que no es cuando se trata de una 
concentración monopólica. 


SEÑOR MARTINEZ.- Esa es una opción que se establece a partir de esta norma. En Argentina y 
Brasil, las fusiones que alcanzan determinado nivel de porción de mercado tienen que ser autorizadas 
y eso no es una concentración monopólica. Acá nosotros vamos al extremo de decir que cuando se 
concentre todo el mercado en una sola empresa, es indudable que por lo menos tiene que existir un 
estudio que diga si ello va a afectar o no o hay que decir qué medidas de salvaguarda se van a tomar 
para evitar que se comporte como monopolista de ahora en adelante. Debo acotar que en Argentina y 
Brasil las autorizaciones se dan para las fusiones que tienen determinado rango y no solamente para 
las monopólicas. Es más, las concentraciones monopólicas son directamente rechazadas. Todo el 
espectro que hemos estudiado de Europa y Estados Unidos muestra que una concentración 
monopólica es una mala palabra. 


SEÑOR HEBER.- Esa línea de razonamiento es muy interesante. He hablado con gente que nos 
asesora y que conoce la legislación de otros países y, cuando hemos tratado de comparar las normas 
para adecuar el mercado nacional a los que realmente son importantes, nos han dicho que no 
fuéramos tan estrictos, porque en el Uruguay muchas veces no hay un mercado suficiente. 


Entonces, nos han planteado que no sería conveniente actuar como Brasil, Argentina o 
Estados Unidos -cuando, justamente, la regulación es parte integrante de un problema que se presenta 
a causa de la ausencia de mercados que muchas veces tiene el Uruguay- y que no deberíamos 
ponernos estrictos en cuanto a regular, sino que se considera mejor que se permita que se genere la 
concentración para luego regularla. 


SEÑOR MARTINEZ.- Esa es la teoría del gran campeón nacional a los efectos de poder actuar a nivel 
nacional; esto me parece, también, muy atendible. En realidad, el tema de escala nos afecta a todos; 
salir al concierto internacional a pelear requiere tener, digamos, un boxeador con buenos bíceps, un 
jugador con buen físico. 


Me quedaban, señor Presidente, dos temas -que me parecen muy menores- para abordar. 
SEÑOR COURIEL.- ¿La legislación brasileña es diferente? 
SEÑOR MARTINEZ.- Sí. 
SEÑOR ABREU.- Quiero hacer una reflexión para que quede como aporte, como contribución. 


Una cosa es decir que se va a limitar la concentración económica de tal naturaleza que 
pueda derivar en un monopolio de hecho y que, por tanto, la norma que consagra la competencia está 
dentro del mercado -es decir que aquí los actores tienen libertad para poder actuar e ir creciendo en 
una concepción de mercado en la que la actividad del Estado interviene sólo cuando se produce el 
monopolio de hecho- y otra cosa es lo que hacen Argentina y Brasil, donde tiene lugar la expresión de 
una economía de escala que tiene políticas sectoriales. 


Entonces, la pregunta es si esta ley no tiene visos de política sectorial; aclaro que esto es 
una reflexión y no quiere decir que esté a favor. Si se dice que el límite máximo es solamente el 
monopolio de hecho y en Brasil y Argentina estamos hablando del 30% o del 40%, lo que se está 
diciendo es que a algunas concentraciones yo las favorezco -en ciertas líneas- porque me parece que 
la política sectorial debe estar orientada hacia determinados rubros y debe ser, digamos, regulada de 
acuerdo a la ley de la competencia. No es el caso de esta iniciativa, porque ella no refleja el espíritu de 
una política sectorial, sino un concepto de mercado abierto cuyo único límite está representado por el 
monopolio de hecho. 


Esta es la reflexión que quería que constara, aunque no para generar una discusión. 
SEÑOR ALFIE.- Quería hacer una pregunta. 


Aquí se ha mencionado la teoría del gran campeón nacional. Ahora bien, el propósito de la 
ley es la promoción de la competencia y la defensa del consumidor y de esa misma competencia. 
Cuando se habla del gran campeón nacional puede hacerse referencia al gran campeón de la 
producción, lo cual no quiere decir que exista un monopolio. Digo esto, porque puede existir un 
monopolio en la producción, pero que no se dé en el mercado. 


Entonces, aquí hay una diferencia que debemos tener en cuenta. Claro está que en este 
mundo de corporaciones en el cual vivimos, el proyecto de ley -y creo que es bueno que sea así, 
porque sería muy difícil otra cosa para Uruguay- apunta a la defensa del consumidor, es decir, a 
preservar la competencia en defensa, precisamente, del consumidor. 


Entonces, el problema surge cuando yo leo este artículo 8%. A este respecto puedo decir que 
considero que esta iniciativa tiene dos artículos claves; después podemos, entre nosotros, analizar si 
hay algún otro aspecto a considerar. Creo también que el doctor Camilo Martínez dijo algo 
importantísimo con respecto a los artículos 6* y 7*. 


En lo que me es personal, me parece que en la producción de bienes  -salvo en el caso que 
se citó, por ejemplo, del gas o en algún otro- es muy difícil que haya monopolio en el sentido de que 
exista un único oferente nacional en un mercado libre. Entonces, la pregunta que hago es qué 
entienden ustedes cuando en este artículo se habla de monopolio. ¿Se está haciendo referencia al 
monopolio de la producción o es un monopolio ya en el sentido amplio de que exista un único oferente, 
indefectiblemente, en el mercado, no un único referente local? 


SEÑOR MARTINEZ.- Como el señor Senador sabe, en la teoría económica se pretenden productores 
y consumidores “atomizados”; lo que sucede es que el señor Senador está mirando esto solamente 
desde el punto de vista de la producción y yo estoy hablando de un ejercicio abusivo del poder de 
compra y ahí volvemos al tema de las grandes superficies. Cuando se utiliza el poder de compra como 
un ejercicio abusivo, se está trasladando a los proveedores relaciones perjudiciales. 


(Intervención del señor Presidente que no se oye) 


-Pero fíjense en la siguiente contradicción: durante determinado tiempo se sostuvo que en 
esta materia lo mejor era regular el ingreso de nuevas cadenas al mercado. Eso se dio en un momento, 
incluso, de una política muy agresiva de penetración en el mercado de la venta al detalle y en la 
actualidad hay que pasar por una Comisión para obtener el permiso para desarrollar emprendimientos 
de más de doscientos metros cuadrados de superficie. Esto lo único que ha hecho es aumentar el valor 
llave de los que ya están insertos en el mercado. Lo que pretendíamos era, de alguna forma, generar 
una barrera al ingreso de otros competidores y esto lo que hace es que los que están adentro se 
sientan fuertes y valoren de otra manera el metraje en el que ellos se están desarrollando. Quiere decir 
que hay que tener mucho cuidado a dónde se apunta, porque sólo la generación de barreras tiende a 
este tema. 


Volviendo a la pregunta que formuló el señor Senador Alfie, es indudable que no hay que mirar 
al monopolio sólo desde el punto de vista de la oferta, sino también desde el de la demanda y cómo 
eso muchas veces tiene una incidencia negativa. De todas maneras, aclaro que en Argentina y en 


Brasil no existen concentraciones monopólicas; ni hablar de Estados Unidos, donde el monopolio es un 
delito, ni tampoco de la posición europea sobre el particular. Toda concentración que afecta una 
porción de mercado -es discutible cuál es la porción que efectivamente va a tener una mala incidencia 
en el mercado- se mira con disfavor, con cierto recelo. Y, ¡cuidado!, que estamos hablando de 
mercados que tienen ciertos requerimientos. A este respecto hemos hecho un estudio en los Estados 
Unidos y podemos decir que algunas adquisiciones requieren el pasaje por más de una docena de 
Agencias Federales antes de ser autorizadas. Recuerdo, entre ellas, la megafusión de American On 
Line con Times Warner, que tuvo que pasar por dieciséis Agencias Federales antes de obtener la 
aprobación. Por supuesto que los inversores no se van a correr por estas trabas; muy por el contrario - 
y entiendan bien este tema- todavía van a pensar que nos estamos manejando con seriedad en el 
cuidado de la fluidez del mercado. Me parece que ese es un asunto importante. 


Los dos últimos puntos que quería tratar se refieren a errores menores que contiene el 
proyecto de ley, pero de alguna forma los quería señalar. El primero de ellos se relaciona con el artículo 
7 (Notificación de concentraciones), pues donde dice “adquisición de opciones”, en realidad tendría 
que decir “adquisición de acciones, de cuotas o de participaciones sociales”, tal como dicen los 
proyectos con carácter general. 


Es “acciones” porque, además, en el proyecto original figuraba así; se ve que después, en el proceso 
de discusión hubo un error y se cambió. 


SEÑOR COURIEL.- De todos modos, esto va a tener que volver a la Cámara de Representantes, 
porque si hay modificaciones, así corresponde. 


SEÑOR MARTINEZ.- A su vez, en el final del artículo 16 se expresa: “Estas sanciones también podrán 
aplicarse a aquellos que incumplan las obligaciones dispuestas por el artículo 12 de esta ley” cuando, 
en realidad, se debería hacer referencia al artículo 13 que, precisamente, es el que impone el deber de 
colaboración con la Comisión por parte de toda persona. El artículo 12 simplemente habla de un cese 
preventivo que no genera obligaciones y que plantea otro tipo de situaciones. Cabe recordar que el 
artículo original tenía esa numeración pero luego, con el corrimiento que se realizó, pasó a ser el 13, 
quedando sin embargo aquí la remisión al artículo 12. 


SEÑOR ABREU.- Quería hacer un comentario para compartir con la Liga de Defensa Comercial y que 
seguramente es también preocupación del ex-Ministro aquí presente. En el ámbito del poder 
de compra y de la competencia, muchas veces discutí con los grandes supermercados el tratamiento 
que daban a los proveedores de pequeñas y medianas empresas, mediante el cual estos ingresan al 
supermercado, se le paga financiado a 30, 60 y 90 días, mientras que las líneas de importación se 
pagan al contado y los grandes productos de importación, vinculados a las grandes cadenas, tienen 
preferencias en las góndolas y otros privilegios. Esto crea una suerte de gran desventaja y falta de 
competitividad para el pequeño y mediano empresario que trata de posicionarse en el mercado 
nacional, sin otra protección que la que significa el tratamiento igualitario en la capacidad de 
comercialización, pero que se enfrenta a esta conducta, que es parte de la transnacionalidad de 
muchos aspectos de la economía y que limita su competencia. Muchas veces les señalé a estas 
grandes empresas que, cuando surgiera una ley de la competencia de esta naturaleza, los iban a 
obligar a tener conductas que deberían haber adoptado antes. Esto es lo que va a suceder con esta ley 
que, por suerte, otorga garantías para los consumidores, pero que también crea una igualdad de 
condiciones en el mercado de manera que participen, no sólo el importador -que tiene derecho a 
comercializar acá- sino también el pequeño y mediano industrial uruguayo que está haciendo un gran 
esfuerzo y que se ve postergado por otras razones. 


Por otro lado, abusando del conocimiento y de los antecedentes de los integrantes de la Liga 
de Defensa Comercial -que reconozco como importantes- quiero hacer una pregunta relativa al artículo 
12 que trata del cese preventivo. En tal sentido, quisiera saber si dicha norma permite a la Comisión de 
aplicación tomar una medida que me parece de neto corte judicial. Digo esto porque, luego, en el 
artículo 14 sí se establece que se necesita de la participación del Poder Judicial para la aprobación de 
la medida cautelar. Pero en el caso del cese, que tiene -obviamente- una repercusión económica y 
comercial muy importante sobre el actor económico, el artículo 12 establece que, en cualquier 
momento del procedimiento, la Comisión podrá decidir y expedirse acerca de las posibles 
consecuencias y que, en caso de que fuese capaz de producir daños, se dispondrá el cese preventivo 
de esa conducta. Es un tema que -lo advierto con cierta preocupación- quizás no tenga una 


autorización judicial para esta resolución. La Comisión de Aplicación tiene, además -y esta es otra 
pregunta- algunas competencias que van más allá desde el punto de vista de la investigación del 
mercado y se le autoriza legalmente a requerir de las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 
la documentación y realizar investigaciones sobre documentos civiles. 


Entonces, hablando un poco acerca de la competencia, ¿cuál es la posición de la Liga 
Comercial sobre el alcance de la misma, tanto en lo que significa la aplicación de medidas preventivas 
sin autorización judicial, como también respecto de investigaciones y requerimientos a las empresas 
que están dentro de una competencia mucho más acentuada? 


SEÑOR MARTINEZ.- Debo decir que este artículo no es novedoso. Si bien fue una incorporación que 
hizo la Comisión de Hacienda, porque no estaba en el proyecto original, repite el artículo 157 de la Ley 
N* 17.296 que hoy está vigente y dice que en el caso de que la gravedad de la infracción lo amerite, 
podrá ordenarse el cese provisorio. Esto lo puede hacer hoy el Área de Defensa de la Competencia de 
la Dirección General de Comercio del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Me parece que una cosa es la disposición del cese preventivo y otra puede llegar a ser la 
efectividad del mismo, porque si vamos a la vieja ley, creo que tenía mucho más poder la Dirección de 
Subsistencias de lo que podría tener esta iniciativa. Sin embargo, reitero que se repite el artículo 157 
de la Ley N* 17.296 que es la que hoy está vigente. De alguna forma, también posibilita que se decrete 
ese cese que, como acto administrativo, podrá ser recurrido por las vías que corresponda. 


SEÑOR ABREU.- Es un cese de conducta. 


SEÑOR MARTINEZ.- Sí, señor Senador, pero se debe entender que, de alguna forma, la Comisión, 
como órgano desconcentrado -tal como está armado- es apenas el comienzo de una cadena de 
recursos que, en la medida en que haya discusiones sobre lo mismo, terminará ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Muchas veces se requieren actuaciones que, por lo menos, sean rápidas; 
estrictamente, esto no llevaría solamente a una actuación del Poder Judicial o a la que terminaría con 
un acto totalmente firme en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Se trata de etapas largas y 
todos sabemos que, por lo general, alcanza con que quien se vea perjudicado esté suficientemente 
avisado como para que pueda frenar la ejecutividad de esta misma medida. Lo cierto es que esto hoy 
existe y en virtud de ello no se han producido actuaciones desmedidas por parte del órgano, que se 
supone que tiene que actuar ceñido a la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como representantes del pueblo pretendemos colegislar con el pueblo, con la 
gente y los sectores involucrados por lo que, dado el exhaustivo estudio y el interés que han 
demostrado, quería invitarlos a hacer los aportes que crean necesarios, tanto en los artículos en que 
hayan hecho observaciones como en las redacciones alternativas que, con una breve fundamentación, 
siempre serán bienvenidos. 


Agradecemos la presencia de los señores representantes de la Liga de Defensa Comercial, 
quedamos absolutamente a las órdenes y les decimos que también en el trámite del proyecto de ley, 
tendrán de esta Comisión lo que ustedes dispongan. 


(Se retiran los representantes de la Liga de Defensa Comercial) 


(Ingresa a Sala el economista Quijano en representación de la Comisión Sectorial del 
MERCOSUR) 


- La Comisión de Hacienda del Senado da la bienvenida al economista Quijano, quien 
concurre en nombre de la Comisión Sectorial del MERCOSUR. 


Antes que nada, debemos pedirle disculpas por la demora, pues se extendió un poco más la 
entrevista con los representantes de la Liga de Defensa Comercial, quienes asistieron para plantear 


observaciones de carácter técnico al proyecto de ley que estamos considerando. Por cierto, lo habían 
estudiado muy bien y ello justificaba que pudieran exponer su posición. 


A continuación, cedemos el uso de la palabra al economista Quijano, quien también asiste hoy 
para plantear su posición sobre el proyecto de ley relacionado con la promoción y defensa de la 
competencia. 


SEÑOR QUIJANO.- Lo primero que voy a hacer es entregar al señor Presidente unos comentarios por 
escrito sobre este proyecto de ley, que en lo que me es personal me sirvieron para ordenar el análisis 
de este tema. 


Desde ya adelanto que voy a hacer un comentario general, muy breve, que constará de 
alguna referencia al tema del MERCOSUR, a la política de competencia y, después, al articulado, 
concretamente, sobre aquellas disposiciones que, como lector del proyecto de ley, llamaron 
particularmente mi atención. 


Antes que nada, quiero señalar que los comentarios que voy a realizar van a estar referidos a 
un proyecto de ley que parece necesario e importante. Pienso que para nuestro país es un avance que 
en este momento estemos considerando una iniciativa de estas características. De manera que no son 
comentarios en contra, sino a favor y en la medida de lo posible, tendientes a trasmitir las dudas y en 
algunos casos los matices que nos surgieron. Por lo tanto, tenemos una visión positiva, pues se trata 
de un proyecto de ley que avanza respecto a lo que está vigente en materia de defensa y promoción de 
la competencia que, por cierto, hay muy poco y que ahora tendríamos algo más desarrollado. 


Por otro lado, los artículos a los que me voy a referir, los que más me interesa comentar, son 
seis: artículos 1%, 29, 4%, 6%, 7? y 20. Respecto a otros artículos aparecen pequeños detalles, pero no 
creo que valga la pena mencionarlos y, seguramente, ya estén fuera de consideración. 


Como los señores Senadores saben, en el año 1996 el MERCOSUR aprobó la Decisión N* 
18, que fuera después refrendada en diciembre por el órgano competente y le permitiera tener ya 
redactado un Protocolo de Defensa y Promoción de la Competencia. Luego, en el año 2002, esa 
Decisión quedó reglamentada. Cabe aclarar que el Protocolo y la Reglamentación no están en vigencia 
plenamente, debido a que algunos países miembros del Acuerdo no lo han ratificado aún, pero 
esperamos que esto ocurra en los próximos tiempos. Como los señores Senadores saben, los 
acuerdos de integración requieren diez, veinte o treinta años para completarse. 


Ahora bien, podemos preguntarnos para qué sirve el Protocolo del MERCOSUR; obviamente, 
sirve para muchas cosas y, en ese sentido, puedo decir que en lo que tiene que ver con este 
comentario que estoy tratando de presentar ahora, el Protocolo sirve como marco de referencia y es 
útil para ver en qué medida la ley se aparta o se aproxima de lo que el MERCOSUR acordó hace diez 
años. Por lo menos en este asunto sólo sirve para eso. 


Con relación a los artículos de la ley, quisiera hacer un comentario sobre el primero. 


SEÑOR ALFIE.- El economista Quijano ha hecho un comentario que, a mi juicio, es muy relevante y 
constituye, además, el motivo de su presencia en esta Comisión. Más allá de los comentarios sobre el 
proyecto desde el punto de vista técnico o por otras visiones que se pueden evaluar -que siempre son 
bienvenidos- nuestro invitado hizo referencia al aspecto vinculado con cuánto se aparta o se acerca el 
proyecto al Protocolo del MERCOSUR. Nuestra pregunta, justamente, es esa: ¿cuánto se aparta o se 
acerca a ese Protocolo este proyecto de ley? 


SEÑOR QUIJANO.- En principio, debo decir que el proyecto y el Protocolo persiguen objetivos 
diferentes, ya que este último se refiere a la relación entre los cuatro países integrantes y en qué 
medida existen prácticas anticompetitivas, etcétera, que afectan la relación en el MERCOSUR. En 
cuanto al ámbito de las conductas anticompetitivas de cada mercado interno, obviamente, este se 
regula por las leyes internas. En lo que respecta a casi todos los artículos que voy a comentar, 
personalmente cotejé lo que decía el Protocolo del MERCOSUR, con el fin de concluir cuán lejos o 
cerca está del proyecto. En términos generales, me parece que no existe una gran diferencia entre 


ambos documentos; en definitiva, entiendo que no tenemos un proyecto de ley contrario o que 
complique el Protocolo del MERCOSUR. Sí pienso -esto lo aclararé cuando comente los artículos- que 
ciertas precisiones en las disposiciones del proyecto nos pondrían más en sintonía con el Protocolo; no 
obstante, no creo que el proyecto afecte de alguna manera lo que ya se ha establecido en el 
MERCOSUR en la materia y sí me parece que se encuentra en la misma línea. 


El primer comentario que quiero hacer se refiere al artículo 1% del proyecto, que habla del 
objeto. Como los señores Senadores saben -y al respecto se ha discutido en otras Comisiones y en el 
Plenario de la Cámara de Representantes- el objeto está muy centrado en el consumidor y en el 
usuario. Creo que esto implica una limitación y que la práctica y resolución legislativas en otros 
mercados -particularmente en Europa, en Japón e, incluso, en los países vecinos- son un poco más 
comprensivas. Específicamente no sólo se toma en cuenta al consumidor y al usuario, sino que 
también consideran a las empresas, a los productores. En realidad, la competencia y las prácticas 
anticompetitivas, así como todo el tema del que es objeto de esta ley, se dan entre empresas y por 
conductas empresariales. Entonces, mi percepción en este sentido es que sería preferible que el 
artículo 1% estableciera como objeto el fomento de la defensa y la promoción de la competencia para el 
bienestar de los actuales y futuros consumidores y usuarios, asegurando el libre acceso al mercado de 
las empresas y sus productos en igualdad de condiciones. Creo que estos componentes, es decir, el 
usuario, el consumidor y la empresa que debe acceder al mercado como tal y también a través de los 
productos que fabrica, son parte esencial de una política o práctica de competencia. 


SEÑOR COURIEL.- Me gustaría saber si lo que está diciendo el economista Quijano está en el 
documento que nos acaba de entregar. 


SEÑOR QUIJANO.- Así es, señor Senador. 


También, el Protocolo del MERCOSUR, en su artículo 1%, dispone que el objeto del mismo es 
la defensa de la competencia en dicho ámbito. Lo dice de una forma amplia y, en este sentido, 
interpreto que incluye las dos cosas que acabo de mencionar: los consumidores y las empresas. 
Simplemente, esta ha sido una pequeña referencia en relación al objeto de la ley. 


Otro comentario que deseo realizar respecto al artículo 2* refiere al abuso de la posición 
dominante. En alguna otra sesión parlamentaria se ha cuestionado si este sería el término adecuado a 
utilizar y lo que digo es que, en mi percepción, ese es el término que se emplea en la literatura y en la 
legislación actual. Además, creo que el artículo 4 del Protocolo del MERCOSUR hace referencia al 
abuso de la posición dominante en los mismos términos en que lo hace este proyecto de ley. También 
entiendo que esto responde a una tradición que viene del artículo 2? del Tratado Europeo, que habla de 
la explotación abusiva de una posición dominante en el mercado. 


Por consiguiente, lo que hace este proyecto de ley es seguir una tradición que tiene que ver 
con el Tratado Europeo, el propio Protocolo del MERCOSUR y la disposición legal actual. En 
consecuencia, me parece que sería preferible mantener el término que establece el proyecto de ley. 


El mismo artículo 2*, introduce dos enfoques analíticos que son muy correctos y, diría, de las 
mejores prácticas actuales. Uno es el Enfoque “per se”, es decir, lo que no se puede hacer en 
cualquier condición y, otro, el Enfoque “Regla de Razonamiento”, cuando está de por medio el análisis 
del beneficio económico que puede provenir de una fusión o de determinada conducta. Sobre esto, 
deseo hacer dos pequeños comentarios. 


Como lector del proyecto, tal como está redactado el artículo 3%, encuentro que quizás esta 
“Regla de Razonamiento”, que se encuentra en el cuarto párrafo, podría interpretarse como vinculada 
al tercero. En realidad, creo que la intención del Legislador y de quienes hicieron los comentarios en la 
Comisión de la Cámara de Representantes respecto al objetivo de este artículo, es que realmente se 
introduzca la práctica o la regla de razonamiento. Creo que sería muy fácil cambiar el orden y poner el 
párrafo cuarto en tercer lugar y viceversa. 


Por último, y también relacionado con el artículo 2”, entiendo que sería muy pertinente 
establecer que la conquista de mercados resultantes de la mayor eficiencia en relación con los 


competidores, no constituye restricción de la competencia. Este agregado que propongo está en línea 
con lo que dispone el artículo 5% del Protocolo del MERCOSUR, que dice textualmente: “La simple 
conquista del mercado resultante del proceso natural fundado en la mayor eficiencia del agente 
económico en relación con sus competidores, no constituye violación de la competencia.” Pienso que 
sería de buena práctica incorporar esto porque, además, nos pondría a tono con el MERCOSUR. 


En cuanto al artículo 4%, debo decir que está muy bien, puesto que expone a título 
enunciativo las prácticas prohibidas y simplemente sugiero que también se incorporen las prácticas 
incluidas en el artículo 4* -desde la 12 a la 16- del Protocolo del MERCOSUR, a los efectos de hacerlo 
más compatible con lo allí dispuesto. Entonces, como algunas de esas prácticas que se mencionan en 
el Protocolo no figuran en el proyecto de ley, propongo que se incorporen. 


El artículo 6* del proyecto de ley es el que realmente refiere al abuso de posición dominante, 
tema central de la normativa. Esta disposición dice así: “Se entiende que una o varias empresas gozan 
de una posición dominante en el mercado cuando pueden afectar sustancialmente las variables 
relevantes del mismo, con prescindencia de las conductas de sus competidores, compradores, clientes 
o proveedores.” Como lector, me queda una duda respecto a este artículo, en el sentido de que no 
queda claro cuáles son las variables relevantes porque, si nos ponemos a discutir, seguramente no nos 
pondremos de acuerdo. Aún más, se me genera una duda adicional, porque suponiendo que estemos 
analizando los oligopolios, estos tienen como costumbre regular cantidades y, de alguna manera, por 
ejemplo, sostener precios. Entonces, ¿serían esas prácticas relevantes que están siendo afectadas y, 
por consiguiente, generando una posición abusiva o de abuso de posición dominante? Si así fuera, nos 
estaríamos metiendo en un problema serio, porque estoy seguro de que este proyecto de ley no 
pretende excluir a los oligopolios del comportamiento empresarial, puesto que buena parte de nuestras 
estructuras empresariales son oligopólicas. Seguramente, sólo habría que hacer alguna aclaración 
para que el lector tuviera menos dudas. Por ejemplo, ¿cuáles son las variables relevantes? ¿El precio, 
la cantidad producida, la barrera de entrada, el acceso a otras empresas o el abastecimiento en bocas 
de venta? Quizás otra opción podría ser introducir un criterio general que dijera: “afecten las variables 
relevantes de forma que perjudique al consumidor y evite el exceso de empresas y sus productos”. No 
lo tengo muy claro. Me parece que hay una indefinición en el artículo 6* del proyecto de ley que podría 
derivar en complicaciones a futuro. Supongamos que mañana se realiza una investigación en una 
empresa, porque se cree que está haciendo abuso de posición dominante. Cuando la empresa nos 
interroga sobre porqué se le hace esa acusación, le contestamos que es porque está afectando las 
variables relevantes. Ahora bien, nos podría contestar que no lo está haciendo y, entonces, 
entraríamos en una larga discusión acerca de si la variable es o no relevante. 


SEÑOR ALFIE.- Personalmente, estimo que cuando el proyecto de ley establece “variables 
relevantes” se refiere sólo a precio y cantidad, porque el mercado es precisamente eso, precio y 
cantidad y todo lo demás se traduce en esas dos variables. Por ejemplo, una barrera a la entrada o una 
norma o especificidad técnica se traducen en precio y cantidad. En el análisis microeconómico de los 
mercados, un eje es el precio y otro, la cantidad; en las abscisas se encuentran las cantidades y en las 
ordenadas, los precios. Esas son las variables relevantes del mercado y todo lo demás afecta ahí, 
restringiendo o ampliando la oferta y la demanda. 


En lo que a mi respecta, no me surge la duda de que haya otras variables. Quizás cuando el 
artículo menciona las variables relevantes debe aclarar entre paréntesis: “precio y cantidad” o “precio o 


cantidad” aunque, en realidad, cuando se utiliza la conjunción “y” en idioma español se quiere decir 
“y/o”, expresión que ya no existe. 


SEÑOR QUIJANO.- Puedo admitir que es eso a lo que alude esta iniciativa, pero quiero insistir en 
algo que mencioné anteriormente. No hay duda de que lo que hacen las estructuras oligopólicas de 
mercado es afectar precio y cantidad. Entonces, me pregunto si alguien podría iniciar acciones, porque 
hay un oligopolio en funcionamiento. Se debe tener en cuenta que buena parte de la estructura que 
existe en el Uruguay -no toda, pero sí una parte importante- es oligopólica y actúa sobre precio y 
cantidad; regula cantidades y obtiene resultados en precios. Acaso, ¿es eso lo que el proyecto de ley 
quiere de alguna manera combatir? No lo sé. En mi opinión, si lo fuera, sería un proyecto de ley que 
realmente no estaría apostando a la realidad y considerando cómo son las estructuras de los 
mercados modernos actualmente. Dejo, pues, planteada esta duda. 


Como los comentarios al artículo 7% son los más extensos, los dejaré para el final y a 
continuación me voy a referir al artículo 20, que tiene que ver con el órgano de aplicación. Me parece 
que está bien y que, además, recoge buena parte de los consejos recientes que ha recibido Brasil 
sobre su órgano de aplicación. Aquí se establece que los Comisionados deben ser personas de alta 
competencia y que ocuparán los cargos durante un período bastante prolongado. Además, se fija el 
sistema de renovación de los cargos de manera escalonada, lo que también me parece correcto. 


Hay un solo punto que me preocupa y es el que en general se recoge en la literatura sobre 
los órganos de aplicación. Me refiero a la falta de recursos. Otro aspecto que hay que tener en cuenta - 
y en ese sentido, me viene a la mente lo que sucede en la DGl- es que el órgano esté integrado por 
gente que trabaje en régimen de “full time” y que esté bien remunerada, puesto que de lo contrario 
trabaja en los órganos medio tiempo y hace las cosas de una manera indebida. Ese es un tema que 
no sé si tiene que ver estrictamente con la ley pero que, insisto, me preocupa. 


Por último, de la forma más breve posible me voy a referir al artículo 7*, que es bastante 
complicado. 


El artículo 7* tiene que ver con la notificación de concentraciones y se discute si ésta debe 
ser ex post o ex ante. Hay varios argumentos a favor de una y otra posición. 


Con respecto a que la notificación de concentraciones sea ex post, voy a mencionar cinco 
argumentos que me parecen centrales: 1%) el control ex post facilita las inversiones en lugar de 
desalentarlas; 2%) la legislación global va en esa dirección; 3%) en el Uruguay los mercados 
frecuentemente presentan altos grados de concentración; 4%) si se reduce por decisión administrativa la 
concentración, las unidades económicas se apartarán de la escala mínima de eficiencia, y 5%) no hay 
una relación causal -por lo menos matemáticamente- en la teoría económica entre estructura del 
mercado y conducta anticompetitiva. 


Por otra parte, creo que se pueden esgrimir algunas razones a favor del control ex ante: 1%) 
el control ex ante se utiliza en varias legislaciones sin que haya provocado desaliento a la inversión; 29) 
puede ser ágil y eficiente y en todos los casos es un control; 3%) no hay un cambio en la legislación 
global tendiente a eliminar el control ex ante; 4%) el control ex post es difícil de realizar porque, por 
ejemplo, una vez que se concretó la fusión, es muy complicado desarmarla, y 5%) los mercados son 
muy diferentes entre sí, aún en economías pequeñas como la uruguaya, tanto en número de 
empresas, como en grados de concentración y en escala eficiente. 


Mi primera argumentación con respecto a este tema refiere a las legislaciones comparadas. 
No hay un criterio único en las legislaciones. Se han escrito algunos textos -que no voy a leer- que 
muestran que dentro del continente americano se aplican todo tipo de notificaciones ex-ante o ex-post 
dentro de la legislación comparada. 


En el caso de la Unión Europea, el Reglamento 139/2004 se basa en el principio de 
notificación obligatoria y previa de las operaciones de concentración. Por consiguiente, establece el 
control ex-ante, así como las multas, etcétera. Sin embargo, este proyecto no se elaboró desde un 
principio, ya que desde el Tratado de Roma hasta mediados de los años 80 no se ocuparon de este 
tema, sino que comenzaron a considerarlo en esa década y recién en el año 2004 se determinó la 
notificación obligatoria y previa. 


En Estados Unidos, la Ley Sherman de 1890 y la Ley Clayton de 1914 no exigían notificación 
previa en materia de fusiones y concentración. La modificación a esta última data de 1976 y fue la ley 
de mejoramiento antimonopolio de Hart-Scott-Rodino, que enmendó la Ley Clayton al requerir a las 
compañías que notifiquen a los órganos competentes antes de consumar las fusiones. Las agencias 
podrían requerir que las partes a fusionarse vendieran parte de sus activos o bloquearían por completo 
la fusión. La omisión de cumplir con la notificación previa a la fusión es punible con penas pecuniarias 
de hasta U$S 10.000 por cada día que persista una violación. 


Por lo tanto, con respecto al control ex-post o exante, desde 1976 la legislación 
norteamericana ha tendido a la notificación previa. 


En cuanto a nuestros países vecinos, Argentina y Brasil, en ambos casos existe notificación 
ex post. No obstante, me gustaría hacer referencia a estudios recientes, realizados sobre esos países, 
que se han ocupado de este tema. 


En el año 2006, la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos -OCDE- redactó 
un extenso informe sobre Argentina y la política de competencia en ese país, en tanto que en 2005, 
conjuntamente con el Banco Interamericano de Desarrollo, había realizado un estudio similar in 
extenso para Brasil. Ambos estudios son muy buenos; indican realmente lo que ocurre en nuestros 
países vecinos con respecto a este tema y cómo se encuentran sus legislaciones. 


Con relación al control ex ante o ex post, especificamente quiero hacer referencia a lo que 
establecen los informes de 2006 en Argentina y de 2005 en Brasil. 


En el informe de 2006 sobre Argentina se sugiere que sería conveniente la notificación previa 
y se dice: “Si se decide no convertir el procedimiento en un proceso estricto de notificación previa a la 
fusión, que exige que la parte espere durante el tiempo que demore el examen del organismo, (se 
propone) considerar la creación de procedimientos que permitirían que el organismo de la 
competencia, en los casos que corresponda, solicite una orden que prohíba la consumación de la 
fusión mientras se encuentre pendiente la revisión”. En este informe, en el caso de Argentina hay una 
sugerencia en el sentido de que es preferible el control antes que después, porque el costo de 
desarmar una fusión ya en marcha es enorme y políticamente imposible. 


En el caso de Brasil, hay varios puntos que voy a saltear, porque no nos daría el tiempo para 
considerarlos, pero me importa decir lo siguiente. El informe de 2005, en el caso de Brasil, dice: “El 
hecho de que las partes sean libres para llevar su fusión a cabo antes o después de registrar una 
notificación plantea un problema obvio para CADE” un órgano de la administración “que es en 
ocuparse de las transacciones que pueden ser anticompetitivas. Porque desenredar una fusión llevada 
a cabo es difícil”. El mismo informe de 2005, agrega: “El informe del 2000 no recomendó directamente 
modificar el sistema de notificación pre-fusiones. Desde entonces, una opinión generalizada se ha 
sostenido en Brasil en relación a que el actual sistema de post fusión es poco manejable e ineficaz 
para las agencias de la competencia y la comunidad de negocio. La legislación propuesta establece un 
sistema de la notificación de pre-fusión, estableciendo que las partes de una fusión deben preservar 
condiciones de la competencia entre sí mismos y la ejecución de transacción notificada no puede 
llevarse a cabo hasta que sea evaluada por CADE”. 


Por consiguiente, aquí concluyo que si se observa la legislación comparada de la Unión 
Europea, de Estados Unidos y las dos recomendaciones que recibió un órgano independiente y 
altamente competente, como es la OCDE, en sus informes de 2005 y 2006, en general la tendencia de 
la legislación y las recomendaciones van en la línea de control ex-ante. A mi juicio eso sería 
recomendable en la legislación uruguaya, es decir, la notificación previa y obligatoria. Este es el primer 
punto. 


El segundo aspecto al que quiero referirme tiene que ver con los criterios para definir la 
concentración. Este proyecto de ley establece el 60% del control del mercado o una facturación igual o 
superior a mil millones de unidades indexadas. Hice algunos ejercicios para ver qué resultados 
tendríamos si se produjeran concentraciones en algunos de los mercados. Podríamos analizar seis o 
siete, pero tomé tres que me parecieron relevantes. En primer lugar, consideré la industria frigorífica. El 
criterio de la regla del 60% que establece el proyecto de ley permitiría la concentración de los siete 
principales frigoríficos, pues estos significarían el 58,5% del mercado. Por consiguiente, de acuerdo 
con ese 60% que se establece, en el caso de la industria frigorífica se permitiría la concentración de 
siete frigoríficos sin necesidad de comunicación alguna a alguien. No obstante, en el caso de la 
industria frigorífica rige la ley de los mil millones de unidades indexadas, porque sólo un frigorífico de 
los principales ya anda en eso. Por tanto, dos frigoríficos juntos en materia de unidades indexadas 
superan los mil millones y habría que notificar. Por ende, en el mercado frigorífico operaría la regla 
establecida en el proyecto de ley. 


¿Qué pasaría en el mercado de automotores que es, sobre todo, importador de autos? Los 
tres principales son General Motors, Julio César Lestido y Sevel. En ese caso, los tres principales 
significaban -son datos de 1994, por lo que ahora podrían haberse modificado al alza- el 59,7% de las 


ventas -estarían dentro del 60%- y, además, los tres llegaban en ventas a 834:000.000 de unidades 
indexadas. Por consiguiente, un solo importador -que podría ser General Motors- podría ocuparse de 
fusionarse con Julio César Lestido o Sevel y se produciría una concentración que no tendría ninguna 
necesidad de ser comunicada al órgano de contralor. 


Otro ejemplo que puedo poner es el de los laboratorios farmacéuticos. Si tomo los ocho 
principales, estaríamos hablando de un 37,4% del mercado y de 930:000.000 de unidades indexadas. 
Uno de esos ocho laboratorios de este país podría comprar los otros siete sin necesidad de notificación 
alguna. 


Estos ejemplos que mencioné muy rápidamente para ver si estas reglas servían para algo, 
me pusieron de manifiesto que quizás estamos ante parámetros que no son los más felices para tratar 
de tener un control con respecto al tema de la concentración. 


En síntesis, también sobre este punto me gustaría hacer referencia a que en Estados Unidos 
se utiliza un índice muy conocido, que es el Herfindahl-Hirschman (HHI), que tiene elementos de 
ponderación más complejos que los meros parámetros, porque toma en cuenta el número de empresas 
que están en el mercado, así como el grado de concentración previa existente. Además, según el 
índice que se utiliza, en algunos casos, la concentración combina, cruza, etcétera y da resultados. En 
función de esto, me parece que debería revisarse este tema de los parámetros que usa la ley porque, 
si se pretende utilizarlos, considero que deben ser más reducidos de los que allí están establecidos. 
Quiero decir que yo cité un índice, pero hay una gran cantidad de ellos que uno puede encontrar. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Cómo se encuentran Brasil y Argentina en este aspecto? 


SEÑOR QUIJANO.- Los dos utilizan parámetros. El de Brasil es con parámetros combinados, 
dependiendo del número de empresas que estén con prácticas anticompetitivas; y Argentina, tiene U$S 
65:000.000 de facturación conjunta. 


SEÑOR ABREU.- ¿Son con notificación u autorización? 


SEÑOR QUIJANO.- Son con notificación ex-post, como ya mencioné y con recomendación ex-ante. De 
todas formas, ellos utilizan parámetros. De repente, hay que analizar el mercado para saber si los 
parámetros que usan son o no correctos. En nuestro caso, considero que habría que bajar un poco los 
parámetros o utilizar un índice que combine diversas variables, de forma tal de saber si con ello se está 
provocando una concentración anticompetitiva o no porque, en definitiva, es para eso que estamos 
haciendo el ejercicio. Digo esto, porque las concentraciones pueden ser perfectamente tolerables, 
siempre y cuando no tengan efectos perjudiciales. 


A continuación, me gustaría hacer una breve referencia al tema que tiene que ver con el 
problema de las estructuras de los mercados y su relación con las prácticas anticompetitivas. Me 
atrevo a decir que en este sentido existe la sospecha, más o menos generalizada tanto en la teoría 
como en la práctica, de que ciertas estructuras conducen a ciertas conductas, pero no hay una relación 
causal mecánica entre éstas. 


Esto llevó al Brasil, en el año 2001, a establecer una iniciativa que me parece muy 
interesante, que tiene que ver con la Guía de Fusiones Horizontales, la cual se utiliza para saber si esa 
estructura tendrá un efecto perjudicial para la competencia. Aquí, entre los cinco pasos que se prevén, 
se destaca la definición de mercado relevante, el análisis de acción de una firma o de acción 
concentrada y el análisis de probabilidad de que el poder de mercado sea ejercido efectivamente, entre 
otros. Este último aspecto no es un tema menor, porque no siempre que hay poder de mercado, uno lo 
puede ejercer. Entonces, a efectos de saber si dicho poder puede ser ejercido efectivamente, se toman 
en cuenta 4 variables; esto es, si las importaciones del mismo producto son factibles -en cuyo caso, 
obviamente, si dejan entrar productos de otro lado, la empresa pierde bastante poder de mercado- si 
no existen barreras a la entrada, si es probable que se presente una nueva entrada y si la rivalidad es 
alta entre las empresas en el mercado, al punto tal que haga suponer que no existirá concertación. 


Lo que estoy tratando de señalar acá es que no puede haber una relación causal entre 
estructura y práctica anticompetitiva, pero sí existe una cierta preocupación en torno al hecho de que 
determinadas estructuras “conduzcan a”. Este aspecto es lo que lleva a analizarlas in situ, en 
particular, de manera de saber si esa estructura tiene más o menos probabilidades de tener una 
práctica anticompetitiva. Creo que este tipo de aproximación es correcta. 


Por último, quiero hacer referencia al tema de las pequeñas y medianas empresas. Uno de los 
problemas serios de la política de competencia refiere a las micro, pequeñas y medianas empresas. No 
solamente es un problema del consumidor, sino también de las micro, pequeñas y medianas empresas, 
porque es común que las empresas más grandes recurran a prácticas que las excluye o, de alguna 
manera, les impide el acceso al mercado o a las bocas de venta relevantes. Creo que ese es un tema 
que debe ser contemplado en esta iniciativa, porque nuestro país tiene más de un 90 % de micro, 
pequeñas y medianas empresas. Sin ninguna duda comparto la preocupación de que las empresas 
escalen y sean capaces de competir a nivel global, regional e internacional, pero no puedo ignorar que 
más del 90 % del sector empresarial está comprendido por micro, pequeñas y medianas empresas. 
Entonces, tenemos que ocuparnos de ese tema. 


Al respecto, creo que la experiencia de la Unión Europea es buena, así como las 
recomendaciones. Las fusiones y concertaciones entre micro, pequeñas y medianas empresas son 
alentadas y no desalentadas, porque representan un indicador de competencia y del aumento de la 
eficiencia. Alentar esas prácticas y tratar de evitar de alguna manera que los que tengan poder en el 
mercado puedan ejercer un abuso de éste, es una de las cosas centrales que debería estar legislada. 
De esta forma, se estaría protegiendo a la mayoría de la actividad empresarial del país, no a la mayoría 
del producto empresarial. 


Estos son los comentarios que deseaba hacer sobre el proyecto de ley. 
SEÑOR COURIEL.- ¿En qué artículo se podría incluir todo esto? 


SEÑOR QUIJANO.- Me parece que el tema de las micro, pequeñas y medianas empresas es de tal 
trascendencia que ameritaría la incorporación de un artículo mediante el que se exprese la existencia 
de una protección especial. 


SEÑOR ABREU.- En primer lugar, quisiera dar formalmente la bienvenida al economista Quijano. 


En segundo término, quisiera que el economista nos hiciera comentarios acerca del alcance 
de las políticas comerciales comunes en el ámbito regional. Él hace referencia a la existencia de un 
Protocolo y sabemos que el mismo tiene normas de carácter general, por tratarse de un Protocolo 
marco. Desgraciadamente no está en vigencia, porque no todos los países lo han ratificado. Por lo 
tanto, simplemente se trata de una intención u orientación de política comercial. Desde el punto de 
vista de los mecanismos que precisamos para profundizar el proceso de integración, esta es una 
prueba de que la unión aduanera está muy lejos de poder concretarse o, por lo menos, no se han dado 
los pasos suficientes como para ir acercando el elemento fundamental de dicha unión, que está 
representado por las políticas comerciales comunes. 


A continuación, voy a formular una pregunta más técnica que política. Esas políticas 
comerciales comunes, desde el punto de vista de la COMISEC y del economista Quijano, ¿deben tener 
las mismas normas de carácter nacional o pueden incluir distintas disposiciones que reflejen cada 
realidad nacional en función, inclusive, de políticas de competencia que puedan tener cierta distancia o 
diferencia dentro del propio esquema de integración? Creo que ese es el alcance técnico. A veces, se 
dice que la política comercial común se alcanza con un Protocolo marco, pero algunos señalan lo 
contrario, que un Protocolo marco es, por decirlo de alguna manera, un TIFA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Inclusive, ahora nos enteramos que hubo un TIFA en el año 1991. 


SEÑOR ABREU.- Exacto, el “Rose Garden Agreement”. 


Lo importante es precisar qué alcance debe tener todo esto o señalar si la naturaleza de la 
política comercial común admite las distintas disposiciones que las legislaciones nacionales puedan 
recoger en función de sus propias variables de mercado. 


SEÑOR QUIJANO.- Una manera de razonar sobre el tema es ver qué hace la Unión Europea al 
respecto. Ésta no elimina las legislaciones nacionales sobre estímulos a la competencia, pero tiene una 
legislación global que se aplica en aquellos casos en que más de un Estado esté involucrado. Esto me 
parece correcto. Inclusive, la Unión Europea tiene un mecanismo de notificación o de consulta previa, 
por el cual la empresa o el involucrado puede preguntar si lo que está en juego, lo que va a hacer, es 
de la órbita de tal o cual Estado o si debería trasladarlo a la órbita general. En estos casos, la Unión 
Europea da una respuesta en el sentido de si se debe traer el caso a la órbita comunitaria o mantenerlo 
en la del Estado correspondiente. 


Esto, en definitiva, es una división de tareas. Los temas de competencia del mercado 
uruguayo tienen que regirse por las leyes uruguayas que, en la medida de lo posible -como dije al 
comienzo- deberían estar acordes con el espíritu de las normas generales del MERCOSUR. 


Esto quiere decir que, en primer lugar, hay que tener claro cuál es el objeto: empresas y 
usuarios y, en segundo término, hay que definir bien -y en términos semejantes- el concepto de abuso 
de posición dominante porque, si no, la relación entre lo nacional y lo regional pasa a ser complicada. 
Asimismo, hay que definir con precisión el concepto de mercado relevante y cuál sería el órgano 
competente. Así como existe un órgano nacional, debería haber un órgano regional -esto se contempla 
en el proyecto- que sería el encargado de imponer las multas y demás. 


En síntesis y tratando de contestar, creo que tiene que haber, por supuesto, algo más que un 
acuerdo marco, pero también cuatro, cinco, seis u ocho definiciones básicas regionales sobre qué es la 
competencia, cómo se promueve, cómo se fomenta y qué está prohibido; el resto sería materia de 
legislaciones nacionales. Digo esto, porque nuestra situación es muy distinta  -supongo- a la brasileña 
o a la argentina; inclusive, en mercados específicos se trata de situaciones distintas y con estructuras 
no necesariamente idénticas. Entonces, deberíamos contar con una legislación propia capaz de 
atender el problema a nivel nacional. 


No sé si con esto he contestado la pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del economista Quijano, al tiempo que queremos 
manifestarle que, si bien muchas de las sugerencias están incluidas en el repartido que nos ha dado, 
estamos a las órdenes para recibir otras proposiciones. 


(Se retira de Sala el economista Quijano) 


- Por otra parte, la Mesa comunica que a pedido del señor Senador Heber se va a incluir, en 
segundo lugar del orden del día de la próxima sesión -porque en primer lugar continuaríamos con el 
tema que hoy nos ocupa- un proyecto que viene de la Cámara de Representantes, contenido en la 
Carpeta N* 220/05 -que fue ingresada el 21 de junio de 2005- relativo a exoneración y derogación 
tributaria de bienes inmuebles del embalse de Salto Grande. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: deseo hacer un planteo. 


En su momento, hicimos una exposición en la hora previa en cuanto al tema del gasoil y de 
la ilegalidad e inconstitucionalidad del decreto correspondiente. 


La verdad es que quisiéramos citar a los Ministros de Transporte y Obras Públicas y de 
Economía y Finanzas para que concurran aquí a los efectos de que expliquen el porqué de todo esto. 


Nosotros entendemos que la URSEA está violando la ley, que es muy clara. Hoy el gasoil está a un 
precio que se ubica muy por encima de las naftas; estoy hablando de un 17% por encima, sin 
impuestos -que es como se mide- y en boca de salida. 


Por tanto, repito, la URSEA está violando la ley porque la misma establece que en cuanto sea 
pertinente, el órgano regulador debe controlar que el precio refleje los costos de producción. ¿Y 
cuándo es pertinente? Cuando existe un monopolio; en otro caso no hay pertinencia. Por lo tanto, allí 
hay un tema a considerar. 


Asimismo, a nuestro entender, ANCAP también está por fuera de su especialidad o de lo que 
establece su Carta Orgánica. Esta no encomienda al organismo subsidiar las naftas en contra del 
gasoil; en todo caso, eso debería ser objeto de una ley general. 


Por lo tanto, hay una cantidad de puntos que se van sumando y, realmente, nos preocupa la 
situación porque el Poder Ejecutivo puede hacer esto, pero por las vías correspondientes, que lo haga 
por ley. Tampoco se entiende el tema del fideicomiso; todos los fideicomisos que se crearon en el 
Uruguay para estos procedimientos fueron establecidos por ley, porque hay un subsidio y un impuesto. 


En definitiva, nos gustaría que vinieran las autoridades correspondientes a dar las 
explicaciones del caso. En realidad, son varios los que tendrían que venir, pero quizás los señores 
Ministros de Economía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas deban ser los primeros en 
hacerlo. 


SEÑOR HEBER.- Me parece muy válida la preocupación que expresa el señor Senador Alfie y me 
sumo a la convocatoria. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que este tema concierne a la Comisión de Hacienda en virtud de que trata de 
subsidios y de impuestos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, esta propuesta debe ser sometida a votación y en este 
momento no tenemos quórum para votar. Por lo tanto, voy a trasladar la inquietud y en una próxima 
sesión se decidirá. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 22 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


